
TRIBUNAL CENTRAL DE TRABAJO.—CONTRATO
DS TRABAJO Y OTRAS MATERIAS

CONTRATO PE TRAUAJO: REQUISITOS DEL ARTÍCULO I." DI; I.A LCT.

CARACTERIZACIÓN DE I.A FIGURA BRL EMPRESARIO

(Sentencia del Tribunal Central de. Trabajo de 18 de octubre de 1973)

La calificación cié una determinada relación jurídica como paso previo para la ad-
misión de la competencia de los órganos de la jurisdicción laboral sigue proporcionando?
oportunidades de interés en orden a la clarificación del concepto del contrato de
trabajo y, correlativamente, de las figuras del trabajador y del empresario. No parece
necesario tener que demostrar aquí la muy abundante, serie de. decisiones jurispruden»
cíales que desde antiguo vienen reflexionando sobre esta materia, contribuyendo a fe
delimitación conecta de la relación laboral con respecto a otras relaciones en las que
también se da una prestación de actividad.

Al proceder a tal calificación, es frecuente, que e! órgano jurisdiccional siga tu»
método escindido en dos pasos sucesivos, que. en la sentencia que. aquí se comenta (1/
aparecen claramente separados, al contenerse en dos considerandos diferentes: el pri-
mero de ellos consiste en la identificación, dentro del supuesto de. hecho, de los'
datos que el juzgador considera esenciales o especialmente significativos; con ello s¿'
trata de aclarar la estructura obligacional objeto del análisis, tarea ésta que puede
considerarse normal en cualquier proceso de aplicación de la norma jurídica. El se
gundo paso suele ser la referencia a un «modelo» de relación jurídica — en csK
raso, como es claro, el modelo es ¡a relación laboral—, operación que permite corrí'
probar s¡ la relación estudiada se adapta o no a aquél. En el Derecho español, come/
se sabe, ios datos esenciales son suministrados por el artículo 1." de la LCT, a \o
que. hay que. añadir los importantes elementos de interpretación elaborados por la jti'
risprudencia y la doctrina (estos últimos en la medida en que la primera los ha re-
cibido) : es suficientemente conocido que tales elaboraciones han jugado un papei
muy importante en el fenómeno de «expansión» del Derecho del Trabajo. De lo que-'
lógicamente cabe, concluir la transcendencia de. que el modelo utilizado posea un BU'
niino de rigor y una cierta continuidad en el concepto, continuidad, por supuesto, ni?
reñida con un margen de evolución progresiva de acuerdo con los datos de la realidad
y con el desarrollo de las relaciones ele trabajo.

(1) Jurisprudencia Social, núm. 61, rrf. 410/73, TCT.
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En ambos niveles la operación a realizar es con frecuencia delicada. Al analizarse
¡a relación jurídica que trata de calificarse, pueden aparecer datos en apariencia con-
tradictorios, necesitados, por la tanto, de una valoración de conjunto con vistas a de-
terminar aquél o aquéllos que pueden ser decisivos a los etectos perseguidos. Por 1®
ime respecta al «modelo» utilizado, no parece necesario tener que demostrar que el
mismo debe estar de acuerdo con las exigencias del Derecho positivo y ser coherente;,
eí mismo tiempo, con las líneas básicas que la interpretación jurisprudencial viene
utilizando.

SI primer considerando de la decisión aquí analizada contiene, como ya s?. ha in-
dicado, una relación de datos, calificados explícitamente por el órgano jurisdiccional
de «hechos básicos determinantes de la cuestión a resolver». Tales datos son los si-
guientes :

«a) Que el esposo de la demandante (...) con fecha i de julio de 196&
concertó un contrato con la Sociedad Distribuidora de Publicaciones en ge-
neral (...) en calidad de. industrial transportista; b) que el referido señor (...)
se comprometió a efectuar el transporte de los diarios (...) y de cualquier
semanario» revista o publicación de ¡a que sea editora o simplemente dis-
tribuidora dicha ¡impresa, dentro de la ciudad de Barcelona y a cada uno
de los puntos de venta; c) que el referido transporte el señor (...) se com-
prometió a efectuarlo con un vehículo de su propiedad, habiéndose compro-
metido asimismo a que en caso de avería o cualquier otra circunstancia
que le impidiera circular con su vehículo estaría obligado por su cuenta y
riesgo a facilitar otro, sea o no de su propiedad, para llevar a cabo el refe-
rido servicio de transporte; d) que como con trapre.stacioii el señor (...) per-
cibiría por toiios los conceptos la cantidad de 17.000 pesetas mensuales; e) que
la Empresa demandada no tenía responsabilidad alguna, ni principal ni sub-
sidiaria, ni directa ni indirectamente,, sobre cualquier clase de accidente
laboral o de tráfico que pueda sufrir el industrial transportista o su per-
sonal, ni daños a personas o tosas, causados por el vehículo del señor (...)¡.
quien deberá tener debidamente asegurado en cantidad suficiente a cubrir
dichos posibles riesgos; f) que. en la cláusula octava del referido contrato se
estableció que no existiendo relación de dependencia por parte del industria!
transportista para la Empresa, el presente contrato queda fuera dei ámbito
laboral; y g) que el referido señor (...) falleció el día 1 de septiembre de
1970 sin haber formulado en ningún momento reclamación alguna contra 1?,
Empresa, quien ha sido demandada por la viuda del referido señor, en ca-
lidad de heredera del mismo.»

íis evidente que la relación transcrita contiene datos muy diferentes entre sí, de
Etiüy distinta significación y que han de ser valorados precisamente, sobre la base de
esta diferencia: sería erróneo atribuirles el mismo valor a la llora de proceder a la
calificación jurídica de la relación. Kn efecto, la enumeración contiene, en primer lu-
gar, datos de puro hecho, que pueden contribuir a aclarar el problema —en cuanto
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que contienen la «historia» de! caso O, al menos, algunos de sus- rasgtfs cjiíe se esti-
man significativos-—, pero siempre en relación con los datos de contenido de ia í'e'x'
don, que deben ser los decisivos. Los dos datos tácticos señalados por la sentencia
como «básicos» son, en primer término, la suscripción del contrato entre la Sociedas
distribuidor?, y el pretendido trabajador (que lo hace en calidad de «industrial trans*
portists») y, en segundo lugar, ei hecho áe que el interesado no presentase en ningiín
momento reclamación contra la Empresa. Hay que subrayar que, al no hacerse nin-
guna matiz'ación con respecto a este último punto, parece que se le otorga alguna
importancia en el conjunto de! caso.

Otros tres puntos -éstos ya referidos directamente a¡ contenido de la relación jurí-
dica creada por las partes • se añaden a loa dos anteriores: se trata d« tres cláusulas
esenciales del contrato suscrito, mediante las cuales las partes fijan sus obligaciones priíl-
cipalcs en el marco del mismo. El supuesto trabajador se compromete a realizar ¡a
distribución de un;: serie de publicaciones a determinados puntos de venta dentro
de una ciudad y la Empresa se obliga ¡i pagar por ello una cantidad de dinero; la
distribución se hace con un vehículo propiedad del primero, a sustituir por su propia
cuenta en fil caso de averías u otras causas.

La sentencia, por último, relaciona en otros dos apartados otras tantas cláusula.1;
del contrato suscrito, eii las que ambas partes perfilan la relación en el sentido cíe
excluir determinadas consecuencias jurídicas t la Empresa se declara ajena a cualquier
responsabilidad por accidentes sufridos o por daños producidos a terceras personas p»i'
ia otra parte, precisándose, además, que no existe relación de dependencia entre los
contratantes y que, por lo tanto, el contrato suscrito se sitúa fuera del ámbito áe
3o laboral. Parece importante destacar, en relación con estas dos cláusulas, que ías
partes se colocan en un terreno de disponibilidad sobre el propio negocio qué establecen
entre ellas; extremo éste que ha de ser Valorado con especial cuidado, en necesaria
relación con la estructura obligaciona! que las partes han creado. Dicho en otros
términos, es preciso calificar la relación de acuerdo con los datos objetivos del conté'
nido riegocial antes de aceptar o rechazar !a posibilidad de que las partes sustraigan o
añadan determinados efectos jurídicos: el tema es especialmente importante en reís.'
ción cort el contrato de trabajo, en el que, como es sobradamente sabido, la natura'
leza de la institución viene determinada por el contenido de la misma y no por ks
declaraciones que las partes hayan podido hacer.

La decisión comentada, tras describir de esta manera la relación objeto del coíi'
nieto, procede a dar el segundo paso, contenido en el segundo y definitivo de sus con'
sidctattdos:

«El problema que se plantea en la litis queda centrado a determinar si
la relación habida entre las partes tiene carácter laboral, como se afirma "¿os
la parte recurrente, o si, por el contrario, es ajena al ámbito de la Jurisdic-
ción de Trabajo, como declaró el magistrado de instancia y sostiene igual'
mente el ministerio fiscal ell el informe obrante en autos, por lo que rfe
acuerdo <:on el relato histórico de ios hechos, resulta que la relación hatada-
entre el referido señor (...) y la Empresa demandada por su viuda no puíc-3
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calificarse de laboral por no reunir ios requisitos que al efecto se exigen c:s
el artículo i," de la ley de Contrato de trabajo, cuales son: a) Dependencia
de la Empresa en la forma de realizar la prestación de servicios, b) Sujeción
a un horario determinado, c) Una retribución en consonancia con el trabajo
q:ie se presta; requisitos todos ellos que no concurren en e! presente c.iso,
pues la retribución qué percibía el referido señor era incluso superior a los
sueldos establecidos en aquella fecha para ¡os redactores y la cantidad que
se le daba mensualmente, no era sólo y exclusivamente por su esfuerzo per'
.sonaí, sino porque tenía obligación de aportar un vehículo de su propiedad,
siendo ele su cuenta el combustible, averías, seguros, etc., y, sobre torio,
porque podía utilizar personal que le ayudase en su cometido, lo que le
tipifica de un auténtico empresario, a tenor de lo dispuesto en el artículo 5."
de !a referida ¡ey de Contrato de trabajo, todo lo cual nos ¡leva ai convenci-
miento de que la especializada Jurisdicción laboral carece de competencia
para conocer de la cuestión planteada (...).»

Se acude aquí, como queda cíe manifiesto claramente, al modelo que la propia deci'
stón entiende que ofrece el artículo i.c, LGT: es interesante subrayar que la refe-
rencia se hace de forma exclusiva al Derecho positivo y que en ningún momento se
í.cude (al menos explícitamente) a la propia doctrina jurisprudencial sobre el concepto
cíe! contrato de trabajo. De ahí que la afirmación tajante de que ios requisitos exigí"
dos como esenciales se encuentran recogidos en el precepto citado de la LCT no pueda
ser admitida.

Kl primero de estos requisitos es, según la sentencia, :.la dependencia de la Em-
presa en la forma de realizar la prestación de servicios'. De los tres señalados en la
Sentencia es el único dato exigido expresamente por el artículo 1 .'•' de la ley; su utili-
zación en el proceso argumental de. la decisión, sin embargo, requiere algunos comen-
tarios. Como primer punto criticable, hay que dpcir que en el estadio actual de evolu-
ción doctrinal y jurisprudencial sobre el concepto de la dependencia no parece ya
suficiente limitarse a señalar su exigencia como requisito del contrato de trabajo:
trente a un caso concreto, del que se afirma o niega su carácter dependiente, es nece-
sario matizar mucho más, dado que el concepto no es ya rígido sino que alnntc una
Si'au flexibilidad. La propia jurisprudencia ha contribuido a esta evolución y en .sus
decisiones aparece con bastante frecuencia esta realidad cuando extiende la noción
Qe contrato de. trabajo hasta relaciones en las que la dependencia aparece muy debi-
litada o difuminada con relación al primitivo concepto mantenido hace ya algunos años,
ksta falta de aclaración sobre el concepto de dependencia que se está utilizando en el
conflicto concreto estudiado es mucho más evidente si se tiene en cuenta que la deci-
sión que se comenta, al señalar su no existencia, no añade nada que justifique o apoye
tel afirmación en la relación de datos estimados como esenciales en el considerando
interior. Ks más, en esa relación sólo existe una referencia expresa a la dependencia
">I reco«er una de las cláusulas del contrato suscrito por las partes: precisamente aqué-
'« en la que éstas afirman que tal dependencia no existe y que, por lo tanto, la
'elación establecida no es de carácter laboral. Parece como si c! TCT considerase:
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como suficiente tal declaración de ¡os interesados, sin investigar la presencia de ese
requisito considerado esencial en el conjunto del contenido obligaciona! creado por
Sos interesados. Como ya se ha indicado anteriormente, tal declaración no tiene ningún
valor .si de ese contenido puede predicarse la naturaleza laboral, porque incluso las
declaraciones expresas de bis partes er. este, sentido deben ceder ante la caiiñcac'ÓE
jurídica fundamentada en los datos objetivos de la relación establecida.

Kl segando requisito que se dice, exigido por el artículo i.", LCT, es el di: ¡a ''suje-
ción a un •horario determinado/. Durante algún tiempo, como es sabido, la jurispru-
dencia ha utilizado este dato como elemento indiciario de la existencia de subordina-
ción en la prestación de-, servicios; elemento que, lógicamente, no puede ser interpre-
tado como definitivo a efectos de calificación, sino valorado en el conjunto de las obli-
gaciones y derechos de las partes. 1*NO son pocas las decisiones jurisprudenciales que
así lo hacen, atribuyendo a la sujeción a un horario rígido (o, en su caso, a la iiber-
tad de horario) solamente un valor relativo y limitado. La sentencia comentada lo
eleva ahora a la categoría de requisito esencial, sin matización de ningún tipo, lo que
obligaría a concluir que todas aquellas prestaciones de servicios realizadas .sin someti-
miento a un horario predeterminado se sitúan fuera del ámbito laboral; con mucha
mayor razón si se piensa • - como aparece explícitamente en el texto de la decisión —
que este requisito es «exigido;) por el artículo i." de la LCT. La simple lectura cieí
precepto basta p?.ra concluir que esto no es así, que no existe en el mismo ninguna
referencia a una exigencia de este tipo. Sorprende que la sentencia lo afirme de manera
ían tajante.

I.a sentencia menciona, por último, un tercer requisito: la retribución, dice, ha cíe
estar ien consonancia con el trabajo que se presta». Se trata del único punto sobre al
que el órgano jurisdiccional aclara las razones por las que entiende su no concurrencia
en el caso, con lo que parece que le atribuye una importancia mayor que a los ños
anteriores o, por lo menos, una significación especial en el conjunto de la relación
considerada.

Hn el artículo i.°, LCT, la única mención a la remuneración es la de que el trabaja
se presta «mediante una remuneración, sea cual fuera la clase o forma de ella». Apo-
yado, al parecer, en esta referencia, argumenta el TCT que para calificar la relación ds
laboral es preciso, además de la concurrencia de los requisitos ya mencionados, que Ja

retribución acordada por las partes guarde una relación adecuada con el trabajo pros'
tado. Para poder llegar a valorar suficientemente este dato, es preciso —siguiendo !t-
argumentación de la sentencia — una operación de comparación con otros trabajos Y
sus respectivas remuneraciones, llegándose entonces a la conclusión de que un tra-
bajo considerado como de menor importancia no puede ser remunerado «n mayor
cuantía que uno considerado superior; si esto ocurre así, existe una razón para pensar
que la relación no puede calificarse como laboral. Desdi1 esto es tanto como limitar de
forma muy importante la libertad de las partes en la fijación de la retribución del
trabajo por encima de los niveles mínimos legales o convencionales, al quedar obligiidaS

- a riesgo de salirse del ámbito laboral--- a respetar una proporcionalidad retributiva
entre los distintos trabajos. El tema es, como puede observarse, de una gran delicadeza
(piénsese, por lo pronto, en la extrema dificultad de la «jerarquizacion» de los áistitv
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L.OS trabajos a efectos retributivos) y las conclusiones que pueden obtenerse de loác
•;!lo muy peligrosas, no sólo a nivel dogmático de delimitación del contrato de trabajo
sino también a los efectos prácticos de fijación de remuneraciones por encima de los
niveles mínimos obligatorios, de acuerdo con los intereses áe las partes en cada aio-
mentó.

La claridad de la argumentación viene, sin embargo, em?:>añaüa por la adición de
¿nía observación que parece contradecir lo afirmado anteriormente. En efecto, trac-
-señalar que 1?. retribución de] interesado era. «superior incluso a los sueldos estable
cidos en aquella fecha para los redactores» se añade, al parecer como argumento que
quiere reforjar lo anterior, que esa cantidad no venía a remunerar exclusivamente el
.trabajo contratado, sino también a cubrir los gastos dei vehículo utihzado por el inte»
.tesado para la realización <ie su función, iil argumento de una retribución excaxivz
queda de esta manera inutilizado por la propia sentencia, puesto que parece claro que
los gastos de funcionamiento y atención del vehículo debían sustraer una cantidad im-
portante del total percibido como contraprestación. En la lógica de la decisión, sin em-
bargo, esto último parece que confirma el carácter i;o laboral de la relación, en el
sentido de que la entrega de cantidades para cubrir determinados gastos realizados por
¿I prestador de los servicios es un ciato más para negar la existencia de contrato de
trabajo. Argumento que deja a un lado la expresa previsión de ta! posibilidad conte-
nida en el artículo 75. 4.0, de la misma LCT.

sin la última parte de! considerando transcrito se añade un argumento final, a! que
parece otorgarse un peso especia!: se piensa que no concurren los requisitos del con-
írato de trabajo «sobre todo porque (el interesado) podía utilizar personal que le ayu-
dase en su cometido, lo que. le tipifica de un auténtico empresario, a tenor de lo dis-
puesto en el artículo 5.0 de la referida LCT». Puede decirse que, efectivamente, se
Encuentra aquí la clave esencial del problema, aunque ¡a decisión no la desarrollé',
suficientemente y, en especial, la formula de forma muy discutible. En efecto, lo
que caracteriza al empresario • -como parte de la relación de trabajo, que es, evidente-
mente, el concepto que aquí interesa—, no es la utilización de personal en concepto
•'íe :.ayuda en un cometido». No lo es, en primer lugar, porque, el propio trabajador
puede recibir la ayuda de otros trabajadores en el desarrollo de su obligación contrac-
íual, sin que por ello quede convertido en empresario. No sólo podría traerse aquí k
figura del auxiliar asociado previsto en el párrafo segundo del propio artículo 5.0, LCi"t
ciño igualmente una ¡arga serie de ejemplos de trabajadores en sentido estricto que»
!>ot necesidades de organización de la Empresa en la que prestan sus servicios, se
encuentran ayudados o auxiliados por otros, cuyas funciones se coordinan y, en cierto
sentido, se subordinan a las de los primeros. Ocurre, además, que esa idea de utiliza-
ción de personal en concepto de «ayuda» no se encuentra recogida en el artículo 5.°, I.CT,
precepto, por otra parte, justificadamente criticado por !a doctrina en razón de su muy
deficiente definición de la figura del empresario. Tal característica de este último dejic
hiera del concepto al empresario persona jurídica, que como tal no puede recibir una
«ayuda en su cometido» por parte ele personas físicas.

Profundizar en los elementos integrantes del concepto de. empresario era lo que,
cotí toda seguridad, hubiera dado la clave, de la calificación de la relación. No existe,
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en \z relación de "hechos básicos» del primer considerando, ningún dato definitivo que
permita la consideración dei pretendido trabajador como auténtico empresario; salvo,
quizá, el muy incompleto de que su calidad como contratante era ia de «industrial trar.S'
portisía»; pero probablemente en la relación de hechos probados existía base suficiente
para llevar a. cabo tal calificación. Planteada la cuestión en estos términos, resulta
inútil detenerse en la existencia o no de dependencia, en la libertad de horario o er¿
la cuantía de. la remuneración, dado que lo definitivo hubiera sido, en este caso, \z
demostración de que ¡as partes habían creado una figura negocia! que por sí misma st¿
situaba fuera del concepto de contrato de trabajo, al aparecer el pretendido trabajado;.'
como un pequeño empresario, titular de su propia organización y suministrando un
servicio de naturaleza no laboral. lín clefinitinva, pues, la base fundamental de \z
crítica a esta sentencia no es la conclusión en sí misma (carácter no laboral de la
lalación analizada) sino la argumentación utilizada para llegar a ella, ductrinalmer.te
discutible y a falta del suficiente apoyo legal en aspectos fundamentales.

FERMÍN RODRÍGUEZ * SAÑUDO

CONTRATO DH TRABAJO. CONVENIOS COLECTIVOS. SOLICITUD

DE NULIDAD DE CLAUSULAS PACTADAS

(Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 4 de octubre de 19737
jurisprudencia Social, núm. 61, 395/73)

1. Los actores, al servicio de una Empresa de construcción naval, presentaron de-
manda sobre varios conceptos, entre ellos sobre nulidad de determinada cláusula de;
convenio colectivo de aplicación. La Magistratura de Trabajo estimó en parte la de'
snanda, decidiendo, sin embargo, negativamente en el caso de la solicitud de nulidad
de la cláusula del convenio aplicable, solicitud que, afirma el juzgador, no puede pros'
perar. Recurrido, en este punto, el fallo por la parte actora, el TCT desestimó el re-
curso interpuesto.

•-'-. Kl TCT considera, en la decisión comentada, que escapa a su competencia ls
facultad de decidir sobre la nulidad de cláusulas pactadas en un convenio colectivo, y:¡
que, afirma, «es claro que no está dentro de las facultades enjuiciatorias de la Juris--
dicción laboral el «dejar sin efecto :> preceptos articulados en dichos pactos normativos,
î a modificación de sus preceptos ha de hacerse por su cauce legal establecido en U*
ley de 24 de abril de 1958 y Reglamento para su aplicación, aprobado por Orden tic
.27. de julio del mismo año y Decreto de 5 de julio de ittfxz, correspondiendo a este
Jurisdicción la adecuada interpretación de las estipulaciones concertadas entre los W '
bajadores y las Empresas autorizadas por los Órganos administrativos laborales; nuncü
podrá declarar la nulidad de un precepto que al darle su refrendo la autoridad aduiinis'
trativa, adquiere rango de norma contractual legal de obligado cumplimiento entre las
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partes intervinientes en el convenio libremente aceptado. Por las consideraciones apun-
tadas, !a Jurisdicción labord no es competente para el conocimiento de este primer pe'
dimento de los demandantes.

3. La decisión de.l TC i recae. 011 una materia enormemente problemática y de
difícil .solución. De todas formas, cabe ¡a posibilidad de esbozar algunos apuntes críti-
cos, tanto sobre la concreta argumentación esgrimida en la sentencia cuanto sobre el
snás abstracto planteamiento de. la posibilidad de declaración de nulidad por parte de la
Magistratura de trabajo, de ciertas cláusulas pactadas en convenios colectivos en vigor.

3.1. Kn el esquema argumentativo concreto del TCT existe una cierta confusión en.
cuanto a ¡a fijación de los puntos del debate. Alaga el juzgador que <:no está dentro de
las facultades enjuicia tortas de ¡a Jurisdicción laboral el "dejar sin efecto" preceptos
articulados en dichos pactos normativos', habiendo de realizarse su modificación por
el cauce de. las disposiciones que cita, hoy derogadas por la nueva normativa en sede
de convenios colectivos. Hasta aquí, un aspecto del problema. Y parees que. acertada-
mente resuelto por el Tribunal. La Jurisdicción laboral no parece competente para
'•dejar sin efecto*; una concreta cláusula de un convenio colectivo, cuya modificación se
pretenda. Í-..1 modificación, efectivamente, ha de realizarse por los cauces legaimente
previstos.

Pero creemos integra un diverso supuesto la posibilidad de declarar la nulidad de
una cláusula de. un convenio colectivo en la que concurra una concreta causa de mili'
dad. De la primera afirmación de! juzgador, no puede derivarse la segunda — nunca
podrá declarar la nulidad ce un precepto... >- - porque estamos en distinta sede proble-
mática. Una cosa es acudir a la vía judicial para la modificación de ciertas cláusulas
convencionales que se pide ..sean dejadas sin efecto).-, otra solicitar sea declarada la
nulidad de aquellas cláusulas en que concurra una concreta causa determinante de la
misma. Estamos, pues, en presencia de prob'emas distintos, y es en el análisis de este
segunde que, aunque parece más alejado del litigio concreto, es de superior pro-
blematicidad e interés, en el que nos vamos a centrar.

3.2. Aparte esta incorrecta unificación de supuestos diversos, aduce el 1 ribunal
como causa justificativa de su incompetencia en sede de nulidad de cláusulas de un
convenio colectivo, el hecho de gozar éste, al darle su refrendo la autoridad laboral,
del rango de «norma contractual legal de obligado cumplimiento entre las partes inter-
vinientes en el convenio libremente aceptado.». Aparte la discutibilidad de una técnica
argumentativa que más que considerar el perfil funcional de las instituciones, intenta
derivar de un concepto apriorístico determinados efectos jurídicos, que son los que,
por el contrario, deberían determinar, en su concurrencia con otros, el «concepto» que.
podría así delinearse, la propia definición aportada es en gran medida discutible.

Así, si, como hemos afirmado, la técnica de buscar a través de la fijación de la
«naturaleza jurídica» de una concreta institución los efectos jurídicos que en un caso
«•"uncreto puedan de ella derivarse, es en sí misma discutible, esta discutibilidad y pro-
Mematicidad se ven aumentadas en el caso presente, en el que viene usada en rela-
ción con una figura jurídica como ¡a del convenio colectivo, cuyos perfiles son, entre
Nosotros, aún enormemente coníusost no existiendo una opinión pacífica ni en doctrina
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íii en Jurisprudencia. Si acerca de !;i naturaleza normativa del convenio colectivo lie
•existe un mínimo de claridad indispensable, el acudir ?. esta ^naturaleza normativa»
para la fijación de ciertos efectos jurídicos, es mucho más problemático.

Aparte de ello, el propio concepto adoptado por la sentencia no contribuye a dar!»
ficar e! debate. Unificar en una sola i-deíir.icióii!' varios de los elementos que se han
manejado en torno a la naturaleza y encuadraimento normativo del convenio colectivo,
no parece ayude a mucho. Afirmar que e! convenio colectivo es norma contractual legal
(poniendo, pues, e! acento tanto en su carácter convencional cerno er. su naturaleza
normativa) de obligado cumplimiento (tedas las normas legales lo son, gozando de
itn.perativ.dad, y las estipulaciones da los contratos tienen fuerza de ley entre las partes
contratantes) entre las partes intervinientes en el convenio (nuevamente se pone el
acento en su carácter contractual, con partes bien delimitadas) libremente aceptado
(aquí tmvi nueva indicación a la raíz convencional de la fuerza obligatoria del convenio),
<:s tanto como renunciar a tomar una clara opción en torno al carácter del convenio
colectivo en cuanto ;>normar. Deducir de ello la incompetencia de la jurisdicción labora!
para el conocimiento de la solicitud de nulidad de ciertas cláusulas de convenios co*
lectivos, no parece entonces tan lineal como el juzgador pretende.

3.3. Yendo a planteamientos de índole más general, cabe afirmar, en torno al con-
venio colectivo en cuanto ufigura» jurídica conocida en diversas experiencias jurídicas
y cómpreseme en ordenamientos jurídicos distantes entre sí tanto espacia! y temporal'
¡nenie cuanto en la formulación de sus presupuestos básicos, que, en lo esencial, es
nna regulación de condiciones de trabajo pactada entre las fuerzas sociales que inter-
vienen de manera contrapuesta en el sistema de relaciones de trabajo. Es, por tanto,
esencialmente convencional; una convención que se configura más como «cese de
hostilidades:^ en un momento concreto que como pacto de paz para el futuro. Garan-
liza, esto es, el cese del desacuerdo en un momento dado, más que el acuerdo para
el futuro.

El problema en torno al convenio o contrato colectivo ha sido entonces el otorgar
a la norma contractual «de la aptitud necesaria para producir un efecto al mismo tiem-
po difusivo y vinculante» (2). Problema que se. ha intentado solucionar con técnicas
muy diferentes, entre las que se encuentra el sistema que podríamos llamar «corpora-
tivo», teorizado inicialmente en Italia y de! que queda un reflejo —sin vigencia prác-
tica— en ciertas normas del vigente Código civil italiano.

En el ordenamiento positivo español, más cercano a un sistema de este tipo que
ai de «contrato colectivo de derecho común», una amplia intervención administrativa
en la aprobación del convenio y en la decisión sustitutoria caso de no alcanzarse un
acuerdo, garantiza la solución de tal problema asegurando tanto el efecto crga omnss
come la inderogabilidad por el contrato individual de lo pactado en el convenio «•<>
lectivo.

Aparte de ello, hemos de tener en cuenta las especialidades características de nues-
tro Derecho del trabajo de la postguerra. Suprimidas la autonomía y la autotutela coleo

(:>) Cfr. I! Diriilo Sindacale, antología (le textos dirigida por ÜIANCIMI y
introducción a la segunda parte, pág. 157.
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-.ivas, i?, regulación de las condiciones de trabajo se realiza, iniciaimente, de forma ex.'
alusiva por el Estado. Hn 11:1 proceso de evolución bien conocido se llega, al primes-
íímiác reconocimiento de una cierta autonomía colectiva con la ley de convenios cokc»
íivos de 1958. La intervención y ei control administrativos siguen siendo todavía muy
Asertes. Y en ¡a actual ley de 19 de diciembre de 1973 persiste una intervención admi*
siistrativs de excesivo protagonismo.

La existencia, pues, de este control administrativo, por una y otra razón, no deba,
entonces, disimular la verdadera naturaleza del convenio colectivo. Convenio que, en
/cuanto esencialmente «contractual», puede incurrir en ciertas cláusulas en concretas
cazones d?. nulidad, que no se ve razón para que puedan ser estimadas por el Tribu»
iial juzgador. Máxime cuando, en el artículo 3.'1 de la LCC de 1958 se afirmaba que
«üerán nulos y no surtirán efecto alguno entre las partes los pactos y cláusulas que
¿impliquen condiciones menos favorables para el trabajador», y en e! mismo artículo
de la LCC actualmente vigente, se sigue afirmando que «serán nulos y no surtirán
efecto entre las partes los convenios que impliquen condiciones menos favorables para
dos trabajadores» (3). Si en un convenio colectivo debidamente homologado figura una
¿cláusula de este tipo o una que viole e! dictado del artículo 4." de ¡a presente ley,
¿quién debe constatar esa nulidad?, ¿qué procedimiento ha de seguirse?, ¿qué impida
Z la Magistratura constatar la nulidad de tal cláusula? Parece que, en base a todo io
afirmado anteriormente, es competencia de la magistratura el conocimiento del pro-<
alema planteado en estas condiciones. Si una cláusula de un convenio colectivo incurro
en causa concreta ele nulidad, debe la magistratura conocer del problema y dictar cí
r>í-otsuticiamiento oportuno.

Y téngase en cuenta que la existencia de un control administrativo incluso en mi
sistema de tipo corporativo, no es óbice a tal solución. En el artículo 2.076 del Código
•ávil italiano de 1942 se afirma en sede de convenio colectivo «corporativo», que así
contrato colectivo anulable conserva eficacia hasta que intervenga una sentencia femé
de anulación», debiéndose proponer la demanda ante la Magistratura del Trabajo, potr
'•jarte de las asociaciones interesadas o del ministerio fiscal, en el plazo de seis mases
idssde la publicación del contrato.

FEDERICO DURAN LÓPEZ

(.TI Creemos qutí la nulidad, afectando sólo a una concreta cláusula, ea pareiai,
füiunue la ley hable de nulidad del «convenio» y no de «pactos y cláusulas» como asiteo.






